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Preceptos Ambientales:
La Constitución Nacional Paraguaya fue terminada el 20 de junio de 1992. Dicha carta magna fue influenciada por otras Constituciones modernas de diversos países y por ello cuenta con varios preceptos novedosos y avanzados en materia ambiental.

Primeramente, podemos mencionar que nuestra Constitución adopta en el Artículo 7º el precepto de “toda persona tiene derecho a habitar en un ambiente saludable y ecológicamente equilibrado”. Dicha declaración surge de Constituciones como la de Chile de 1980 que en su artículo 19, inciso 8 reza: “La Constitución asegura a todas las personas el Derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.” la de Brasil del año 1988 donde en su artículo 225 expresa: “Todos tienen derecho a un medio ambiente ecológicamente equilibrado, bien de uso común del pueblo y esencial para la saludable calidad de vida” y la de Colombia de 1991, articulo 79, donde cita: “Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano”
Otros países que asientan estas declaraciones en sus constituciones son las de España (1978), la de Perú (1979) y la de Portugal (1976). Normalmente, la responsabilidad por preservar el ambiente sano y ecológicamente equilibrado le pertenece tanto al estado como a la ciudadanía. La Constitución de Portugal es peculiar al establecer que la responsabilidad por preservar el ambiente le pertenece de forma exclusiva al Estado. 

La Constitución Colombiana del año 1991 es la que más influencia directa tiene con la nuestra. Son varios los preceptos constitucionales que fueron adoptados por nuestra Carta Magna, entre ellos podemos mencionar: la protección del entorno ambiental; de los sitios de valor cultural; de los pueblos indígenas; de los derechos del consumidor; de la prohibición del trafico de residuos peligrosos y de recursos genéticos; la acción de tutela; la acción popular para la defensa de derechos difusos; el otorgamiento de atribuciones de competencia ambiental a las municipalidades; entre otros.

Por otra parte, la Constitución vigente del Brasil que data del año 1988, por ser bastante antigua, no aportó mucho a la nuestra. Aun así, en su Art. 170 establece: “El orden económico, fundado en la valorización del trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene por finalidad asegurar a todos una existencia digna, conforme a los dictado de la justicia social, observando los siguiente principios: …. III: función social de la propiedad; IV: defensa del medio ambiente.”

Además de lo citado, disponemos como otro antecedente cercano la Declaración sobre el Ambiente Humano de la Conferencia Mundial de las NN.UU., realizado en Estocolmo en junio de 1972.

Preceptos Constitucionales Ambientales

Como lo dijimos en el apartado anterior, la Constitución Nacional Paraguaya data del 20 de junio de 1992 y esta influencia por modernas constituciones, incluyendo dentro de sus preceptos conceptos muy novedosos y adelantados en materia ambiental. 

Nuestra Carta Magna sitúa los dos principales artículos ambientales dentro de la Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo I “De la Vida y del Ambiente”, Sección II “Del Ambiente”. Estos artículos son:

Art. 7. Del Derecho a un Ambiente Saludable

“Toda persona tiene derecho a habitar en un ambiente saludable y ecológicamente equilibrado.

Constituyen objetivos prioritarios de interés social la preservación, la conservación, la recomposición y el mejoramiento del ambiente, así como su conciliación con el desarrollo humano integral. Estos propósitos orientarán la legislación y la política gubernamental.”

Art. 8. De la Protección Ambiental

“Las actividades susceptibles de producir alteración ambiental serán reguladas por la ley. Asimismo, esta podrá restringir o prohibir aquellas que califique peligrosas.

Se prohíbe la fabricación, el montaje, la importación, la comercialización, la posesión o el uso de armas nucleares, químicas y biológicas, así como la introducción al país de residuos tóxicos. La ley podrá extender esta prohibición a otros elementos peligrosos; asimismo, regulará el tráfico de recursos genéticos y de su tecnología, precautelando los intereses nacionales.

El delito ecológico será definido y sancionado por la ley. Todo daño al ambiente importará la obligación de recomponer e indemnizar.”

El artículo 7º, “Del derecho a un ambiente saludable” expresa que toda persona tiene el derecho a habitar en un ambiente saludable y ecológicamente equilibrado. Este principio constitucional, de difícil cumplimiento en países tercermundistas por las necesidades económicas que posee, otorga a toda persona el derecho de vivir en un lugar sano y equilibrado ecológicamente.

Creemos que hasta nuestros días, y exclusivamente por no ser un país netamente industrial, este precepto se ésta cumpliendo. Cabe destacar que se cumple no por poseer una política del estado seria o estructurada para evitar las contaminaciones ambientales, sino por ser el Paraguay un país que vive del campo, especialmente de la soja y la ganadería. Claro está que estas actividades mal organizadas también causan perjuicios ambientales tales como la tala indiscriminada, quemazones y el uso irresponsable de agrotóxicos.

Continúa expresando el Art. 7 que constituyen objetivos prioritarios la preservación, la conservación, la recomposición y el mejoramiento del ambiente así como su conciliación con el desarrollo humano integral. Estos propósitos orientarán la legislación y la política gubernamental. Esta última parte es muy importante para nuestro estudio, ya que la legislación y la política del estado deben estar enfocadas tanto al mejoramiento como a la preservación del ambiente y para ello es necesario contar con una legislación ordenada, sin vacíos legales y acorde a nuestra realidad social.
El Artículo 8 de la protección ambiental establece que todas las actividades susceptibles de producir alguna alteración ambiental deberán ser reguladas por ley. Como un ejemplo al cumplimiento de lo establecido, nace la ley de Evaluación de Impacto Ambiental. 

Agrega el artículo que el estado puede restringir o prohibir otras actividades que las califique como peligrosas. En conclusión, el estado puede regular, restringir o prohibir, mediante disposiciones legales, todas las actividades que puedan afectar o alterar el ambiente.

Continúa el artículo prohibiendo expresamente la fabricación, el montaje, la importación, la comercialización, la posesión o el uso de armas nucleares, químicas y biológicas, así como la introducción al país de residuos tóxicos. Luego, el mismo artículo extiende lo citado a cualquier elemento peligroso regulando el tráfico de recursos genéticos.

A mi entender, la ultima parte del citado artículo es de suma importancia para la prevención de los delitos ambientales, puesto que expresa que el delito ecológico será definido y sancionado por ley y que todo daño ambiental importa la obligación de recomponer e indemnizar. Este principio ambiental es muy importante ya que anteriormente, los daños producidos al ambiente en sí no tenían una penalidad expresa, solamente se indemnizaba a la persona que sufría por tal daño y no así al ambiente como bien jurídico protegido. Claro está que es difícil recomponer el daño causado al ambiente, y más difícil aun recomponer en el mismo lugar que se ha causado el daño, pero si se pueden buscar recomposiciones mediante la aplicación de una pena pecuniaria, que sirve exclusivamente para crear, fomentar o cuidar algún espectro del ambiente en el territorio de la Nación.

Al haber descrito y comentado los dos principales artículos ambientales de nuestra constitución nacional, pasaremos a observar varios artículos constitucionales que concuerdan con los estudiados y otros que contemplan preceptos modernos y de gran visión ambientalista. Estos son:

Artículo 6: De la Calidad de Vida

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo I “De la Vida y del Ambiente” Sección I “De la Vida”

“Artículo 6 - DE LA CALIDAD DE VIDA 

La calidad de vida será promovida por el Estado mediante planes y políticas que reconozcan factores condicionantes, tales como la extrema pobreza y los impedimentos de la discapacidad o de la edad. 

El Estado también fomentará la investigación sobre los factores de población y sus vínculos con el desarrollo económico social, con la preservación del ambiente y con la calidad de vida de los habitantes”.

Este artículo expresa que la calidad de vida será promovida por el Estado y que el mismo fomentará la investigación de los factores de población y sus vínculos con el desarrollo económico social, con la preservación del ambiente y con la calidad de vida de los habitantes.

Artículo 28: Del Derecho a Informarse

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo II “De la Libertad”.

“Artículo 28 - DEL DERECHO A INFORMARSE 

Se reconoce el derecho de las personas a recibir información veraz, responsable y ecuánime. 

Las fuentes públicas de información son libres para todos. La ley regulará las modalidades, plazos y sanciones correspondientes a las mismas, a fin de que este derecho sea efectivo. 

Toda persona afectada por la difusión de una información falsa, distorsionada o ambigua tiene derecho a exigir su rectificación o su aclaración por el mismo medio y en las mismas condiciones que haya sido divulgada, sin perjuicio de los demás derechos compensatorios”. 
El presente artículo, por más que no establezca un precepto ambiental en forma directa, reconoce el derecho de las personas a recibir información veraz, responsable y ecuánime. Continúa diciendo que las fuentes públicas de información son libres para todos.
Dicho precepto tiene como principal objetivo para nuestra materia la posibilidad que da a cualquier persona interesada poder informarse de cuestiones relacionadas al ambiente. Un claro ejemplo de lo que estamos diciendo lo contempla la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental que establece la obligación de la autoridad Administrativa a poner a disposición del público y de los organismos afectados los estudios de las evaluaciones de impacto ambiental. 

Artículo 38: Del Derecho a la Defensa de Intereses Difusos

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo II “De la Libertad”.

“Artículo 38 - DEL DERECHO A LA DEFENSA DE LOS INTERESES DIFUSOS 

Toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a reclamar a las autoridades públicas medidas para la defensa del ambiente, de la integridad del hábitat, de la salubridad pública, del acervo cultural nacional, de los intereses del consumidor y de otros que, por su naturaleza jurídica, pertenezcan a la comunidad y hagan relación con la calidad de vida y con el patrimonio colectivo”. 

Este artículo reconoce el derecho que toda persona tiene a reclamar a las autoridades públicas medidas para la defensa de intereses difusos. Cita entre ellos al ambiente, la integridad del habitad, la salubridad pública, el acervo cultural nacional y los intereses del consumidor, extendiendo la norma a otros intereses difusos que por su naturaleza jurídica pertenezcan a la comunidad y hagan relación con la calidad de vida y al patrimonio colectivo.

Artículo 62: De los Pueblos Indígenas y Grupos Étnicos

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo V “De los pueblos Indígenas”

“Artículo 62 - DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y GRUPOS ÉTNICOS 

Esta Constitución reconoce la existencia de los pueblos indígenas, definidos como grupos de cultura anteriores a la formación y organización del Estado paraguayo”. 

Dicho artículo reconoce la existencia de los pueblos indígenas como grupos de culturas anteriores a la formación y a la organización del Estado actual paraguayo. Importantísimo precepto constitucional, ya que al reconocer la existencia de los pueblos indígenas con anterioridad al estado paraguayo, reconoce de forma clara el derecho de propiedad que los mismos tienen sobre sus tierras.

Artículo 63: De la Identidad Étnica

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo V “De los pueblos Indígenas”

“Artículo 63 - DE LA IDENTIDAD ÉTNICA 

Queda reconocido y garantizado el derecho de los pueblos indígenas a preservar y a desarrollar su identidad étnica en el respectivo hábitat. Tienen derecho, asimismo, a aplicar libremente sus sistemas de organización política, social, económica, cultural y religiosa, al igual que la voluntaria sujeción a sus normas consuetudinarias para la regulación de la convivencia interior siempre que ellas no atenten contra los derechos fundamentales establecidos en esta Constitución. En los conflictos jurisdiccionales se tendrá en cuenta el derecho consuetudinario indígena”. 

El presente artículo reconoce y garantiza a los pueblos indígenas su identidad étnica con relación al habitad, otorgando el derecho a los mismos de preservarlos y de desarrollarlos. Por otro lado, otorga el derecho a los pueblos indígenas de aplicar libremente sus sistemas de organización política, social, económica, cultural y religiosa siempre y cuando no atenten contra los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Paraguaya. Además se establece que en los conflictos jurisdiccionales se tendrá en cuenta el derecho consuetudinario indígena. 

Artículo 64: De la Propiedad Comunitaria de los Pueblos Indígenas

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo V “De los pueblos Indígenas”

“Artículo 64 - DE LA PROPIEDAD COMUNITARIA 

Los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad comunitaria de la tierra, en extensión y calidad suficientes para la conservación y el desarrollo de sus formas peculiares de vida. El Estado les proveerá gratuitamente de estas tierras, las cuales serán inembargables, indivisibles, intransferibles, imprescriptibles, no susceptibles, no susceptibles de garantizar obligaciones contractuales ni de ser arrendadas; asimismo, estarán exentas de tributo. 

Se prohíbe la remoción o traslado de su hábitat sin el expreso consentimiento de los mismos”. 

Dicho precepto expresa que los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad comunitaria de la tierra, siempre teniendo en cuenta la extensión y la calidad de éstas como para que sea suficiente para la conservación y el desarrollo de sus formas peculiares de vida. Continua diciendo el mismo artículo que es obligación del estado el otorgamiento de tierras en forma gratuita, siendo las mismas “…inembargables, indivisibles, intransferibles, imprescriptibles, no susceptibles de garantizar obligaciones contractuales ni de ser arrendadas; asimismo, estarán exentas de tributo.” Concluye el artículo mencionando que está terminantemente prohibido la remoción o el traslado de su hábitat sin que medie el consentimiento de los mismos.

Artículo 65: Del Derecho a la Participación de los Pueblos Indígenas

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo V “De los pueblos Indígenas”

“Artículo 65 - DEL DERECHO A LA PARTICIPACIÓN 

Se garantiza a los pueblos indígenas el derecho a participar en la vida económica, social, política y cultural del país, de acuerdo con sus usos consuetudinarios, ésta Constitución y las leyes nacionales”. 

En el presente artículo otorga el derecho a los pueblos indígenas a participar, con relación a sus costumbres y a las leyes nacionales, de la vida económica, social, política y cultural del Paraguay.

Artículo 66: De la Educación y de la Asistencia de los Pueblos Indígenas

Parte I “De las Declaraciones Fundamentales, de los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Titulo II “De los Derechos, de los Deberes y de las Garantías”, Capitulo V “De los pueblos Indígenas”

“Artículo 66 - DE LA EDUCACIÓN Y LA ASISTENCIA 

El Estado respetará las peculiaridades culturales de los pueblos indígenas especialmente en lo relativo a la educación formal. Se atenderá, además, a su defensa contra la regresión demográfica, la depredación de su hábitat, la contaminación ambiental, la explotación económica y la alienación cultural”. 

El Articulo 66 de la carta magna establece que será respetado por el Estado paraguayo la cultura de los pueblos indígenas como así también la educación formal defendiendo siempre la regresión, la depredación y la contaminación de su habitad además que luchar contra la explotación económica y la alineación cultural de dichos pueblos.

Artículo 137: De la Supremacía de la Constitución

Parte II “Del ordenamiento Político de la República”, Título I “De la Nación del Estado” Capitulo I “De las Declaraciones Generales”.

“Artículo 137 - DE LA SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION 

La ley suprema de la República es la Constitución. Esta, los tratados, convenios y acuerdos internacionales aprobados y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en consecuencia, integran el derecho positivo nacional en el orden de prelación enunciado. 

Quienquiera que intente cambiar dicho orden, al margen de los procedimientos previstos en esta Constitución, incurrirá en los delitos que se tipificarán y penarán en la ley. 

Esta Constitución no perderá su vigencia ni dejará de observarse por actos de fuerza o fuera derogada por cualquier otro medio distinto del que ella dispone. 

Carecen de validez todas las disposiciones o actos de autoridad opuestos a lo establecido en esta Constitución”. 

El presente artículo de la constitución Paraguaya no está ligado directamente al tema ambiental, pero es de suma importancia su estudio para elaborar una política legislativa ambiental.

Artículo 168: De las Atribuciones de los Municipios

Parte II “Del ordenamiento Político de la República”, Título I “De la Nación del Estado” Capítulo IV “Del Ordenamiento Territorial de la República”, Sección III “De los Municipios”.

“Artículo 168 - DE LAS ATRIBUCIONES 

Serán atribuciones de las municipalidades, en su jurisdicción territorial y con arreglo a la ley: 

1. la libre gestión en materias de su competencia, particularmente en las de urbanismo, ambiente, abasto, educación, cultura, deporte, turismo, asistencia sanitaria y social, instituciones de crédito, cuerpos de inspección y de policía; 

2. la administración y la disposición de sus bienes; 

3. la elaboración de su presupuesto de ingresos y egresos; 

4. la participación en las rentas nacionales; 

5. la regulación del monto de las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados, no pudiendo sobrepasar el costo de los mismos; 

6. el dictado de ordenanzas, reglamentos y resoluciones; 

7. el acceso al crédito privado y al crédito público, nacional e internacional; 

8. la reglamentación y la fiscalización del tránsito, del transporte público y la de otras materias relativas a la circulación de vehículos, y 

9. las demás atribuciones que fijen esta Constitución y la ley”.

El presente artículo menciona las atribuciones de las municipalidades del Paraguay, específicamente en los incisos “1” y “6” encontramos las relativas al ambiente. En la primera de ellas se estipula la libre gestión en varias materias de competencia donde se encuentra la ambiental. En el inciso “6” otorga la potestad de dictar ordenanzas, reglamentos y resoluciones que efectivamente pueden ser ambientales.

Es importante permitir a las municipalidades la libertad de crear normativas ambientales dentro de su jurisdicción, ya que las mismas conocen a fondo la realidad y las problemáticas que poseen, ya que cada zona del país tiene sus peculiaridades con relación a cuestiones ambientales.

Artículo 176: De la Política Económica y de la Promoción del Desarrollo

Parte II “Del ordenamiento Político de la República”, Título I “De la Nación del Estado” Capítulo VI “De la Política Económica del Estado”, Sección I “Del Desarrollo Económico Nacional”.

“Artículo 176 - DE LA POLITICA ECONOMICA Y DE LA PROMOCION DEL DESARROLLO 

La política económica tendrá como fines, fundamentalmente, la promoción del desarrollo económico, social y cultural. 

El Estado promoverá el desarrollo económico mediante la utilización racional de los recursos disponibles, con el objeto de impulsar un crecimiento ordenado y sostenido de la economía, de crear nuevas fuentes de trabajo y de riqueza, de acrecentar el patrimonio nacional y de asegurar el bienestar de la población. El desarrollo se fomentará con programas globales que coordinen y orienten la actividad económica nacional”. 

En el presente artículo nuestra constitución nacional toma el principio de desarrollo sostenible al hablar de promover el desarrollo económico mediante la utilización racional de los recursos disponibles, con el objeto de impulsar un crecimiento ordenado y sostenido de la economía.
Artículo 268: De los Deberes y de las Atribuciones del Ministerio Público

Parte II “Del Ordenamiento Político de la República”, Titulo II “De la Estructura y de la Organización del Estado”, Capítulo III “Del Poder Judicial”, Sección IV “Del Ministerio Público”

“Artículo 268 - DE LOS DEBERES Y DE LAS ATRIBUCIONES 

Son deberes y atribuciones del Ministerio Público: 

1. velar por el respeto de los derechos y de las garantías constitucionales; 

2. promover acción penal pública para defender el patrimonio público y social, el medio ambiente y otros intereses difusos, así como los derechos de los pueblos indígenas; 

3. ejercer acción penal en los casos en que, para iniciarla o proseguirla, no fuese necesaria instancia de parte, sin perjuicio de que el juez o tribunal proceda de oficio, cuando lo determine la ley; 

4. recabar información de los funcionarios públicos para el mejor cumplimiento de sus funciones, y 

5. los demás deberes y atribuciones que fije la ley”.

Dicho artículo enumera los deberes y las atribuciones del Ministerio Público. Dentro del inciso “2” menciona que promoverá la acción penal pública para defender el patrimonio público y social, el ambiente y otros intereses difusos, así como los derechos de los pueblos indígenas.
